
 

 

Bogotá D.C.,  

10 

Respetado(a) Señor (a): 

[Datos personales eliminados en virtud de la Ley 1581 de 2012] 

 

Asunto:        Radicación: 17- 32465 

Trámite: 113  

Evento: 0  

Actuación: 440  

Folios: 8 

 
Reciba cordial saludo. 
 
De conformidad con lo previsto en el artículo 28 de la Ley 1755 de 2015, por la cual 
se sustituye el Título II del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, fundamento jurídico sobre el cual se funda la consulta 
objeto de la solicitud, procede la SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y 
COMERCIO a emitir un pronunciamiento, en los términos que a continuación se 
pasan a exponer:  
 

1. OBJETO DE LA CONSULTA 
 
Atendiendo a la solicitud por usted radicada ante esta Entidad a través de su 
comunicación de fecha 7 de febrero de 2017, en la que relata su caso particular de 
la compra a crédito en un almacén, de una nevera que compró en el mes de agosto 
de 2016 y en la cual se fijó una cuota fija de $79.000 pesos pero a partir de la nueva 
reforma tributaria le están cobrando $86.000 consultando:  
 

 “(…) estoy obligado a pagar ese 3% más teniendo en cuenta que el crédito 
de adquirió antes de la reforma tributaria.” 
 

Nos permitimos realizar las siguientes precisiones: 
 

2. CUESTIÓN PREVIA  
 
Reviste de gran importancia precisar en primer lugar que la SUPERINTENDENCIA 
DE INDUSTRIA Y COMERCIO a través de su Oficina Asesora Jurídica no le asiste 
la  
facultad de dirimir situaciones de carácter particular, debido a que, una lectura en 
tal sentido, implicaría la flagrante vulneración del debido proceso como garantía 
constitucional. 
 



 

 

Al respecto, la Corte Constitucional ha establecido en la Sentencia C-542 de 2005: 
 

“Los conceptos emitidos por las entidades en respuesta a un derecho de 
petición de consulta no constituyen interpretaciones autorizadas de la ley o 
de un acto administrativo. No pueden reemplazar un acto administrativo. 
Dada la naturaleza misma de los conceptos, ellos se equiparan a opiniones, 
a consejos, a pautas de acción, a puntos de vista, a recomendaciones que 
emite la administración pero que dejan al administrado en libertad para 
seguirlos o no”. 

 
Ahora bien, una vez realizadas las anteriores precisiones, se suministrarán las 
herramientas de información y elementos conceptuales necesarios que le permitan 
absolver las inquietudes por usted manifestadas, como sigue: 
 

3. FACULTADES DE LA SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y 
COMERCIO EN MATERIA DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR  

 
La Superintendencia de Industria y Comercio, según lo disponen los numerales 22 
al 31, 42 al 46 y 61 al 66 del artículo 1 del Decreto 4886 de 2011, a través del cual 
se modificó la estructura de la Entidad, en materia de protección al consumidor, 
tiene entre otras las siguientes facultades: 
 

 Velar por la observancia de las disposiciones sobre protección al consumidor. 

 Adelantar procedimientos por violación al régimen de protección del 
consumidor, en ejercicio de funciones administrativas y jurisdiccionales.  

 Imponer sanciones por violación al régimen de protección al consumidor, una 
vez surtida una investigación. 

 Impartir instrucciones en materia de protección al consumidor con el fin de 
establecer criterios y procedimientos que faciliten el cumplimiento de las 
normas. 

 
En ese orden de ideas, se procederá en primer lugar al desarrollo constitucional, 
legal, doctrinal y jurisprudencial que corresponda realizar en torno al objeto de la 
petición como eje central.  
  

3.1 Naturaleza residual de nuestras competencias en materia de 
protección al consumidor. 

 
Al tenor del numeral 22 del artículo 1 del Decreto 4886 de 2011, por regla general, 
corresponde a la Superintendencia de Industria y Comercio velar por la observancia 
de las disposiciones sobre protección al consumidor, dando trámite a las 
reclamaciones o quejas que se presenten, teniendo en cuenta que la competencia 
del asunto no haya sido asignada a otra autoridad. 
 

“ARTICULO 1o. “(…) La Superintendencia de Industria y Comercio ejercerá 
las siguientes funciones:(…) 22. Velar por la observancia de las 
disposiciones sobre protección al consumidor y dar trámite a las 
reclamaciones o quejas que se presenten, cuya competencia no haya sido 



 

 

asignada a otra autoridad, con el fin de establecer las responsabilidades 
administrativas del caso y ordenar las medidas que resulten pertinentes...” 

 

De acuerdo con lo anterior, la competencia atribuida a esta Superintendencia en 
materia del régimen de protección al consumidor es de naturaleza residual, es 
decir, que radica en cabeza de la Entidad siempre y cuando no le haya sido atribuida 
a otra autoridad. 
 

3.2 Operaciones mediante Sistemas de Financiación 
 
El numeral 31 del artículo 1° del Decreto 4886 de 2011, establece como función de 
la Superintendencia de Industria y Comercio “[e]jercer el control y vigilancia de todas 

las personas naturales o jurídicas que vendan o presten servicios mediante sistemas de 
financiación o bajo la condición de la adquisición o prestación de otros bienes o servicios, 
así como de quienes presten servicios que exijan la entrega de un bien e imponerles en 
caso de violación a las normas aplicables, las sanciones que correspondan de acuerdo con 
la ley”. 
 

Por su parte, el artículo 45 de la Ley 1480 de 2011 – Estatuto de Protección del 
Consumidor – dispone: 

 
“ARTÍCULO 45. ESTIPULACIONES ESPECIALES. En las operaciones de 
crédito otorgadas por personas naturales o jurídicas cuyo control y vigilancia 
sobre su actividad crediticia no haya sido asignada a alguna autoridad 
administrativa en particular, y en los contratos de adquisición de bienes o 
prestación de servicios en que el productor o proveedor otorgue de forma 
directa financiación, se deberá:  
 
“1. Informar al consumidor, al momento de celebrase el respectivo contrato, 
de forma íntegra y clara, el monto a financiar, interés remuneratorio y, en su 
caso el moratorio, en términos de tasa efectiva anual que se aplique sobre el 
monto financiado, el sistema de liquidación utilizado, la periodicidad de los 
pagos, el número de las cuotas y el monto de la cuota que deberá pagarse 
periódicamente.  
“2. Fijar las tasas de interés que seguirán las reglas generales, y les serán 
aplicables los límites legales;  
“3. Liquidar si es del caso los intereses moratorios únicamente sobre las 
cuotas atrasadas;  
“4. En caso que se cobren estudios de crédito, seguros, garantías o 
cualquier otro concepto adicional al precio, deberá informarse de ello 
al consumidor en la misma forma que se anuncia el precio.  
 
“PARÁGRAFO 1. Las disposiciones relacionadas con operaciones de crédito 
otorgadas por personas naturales o jurídicas cuyo control y vigilancia sobre 
su actividad crediticia no haya sido asignada a alguna autoridad 
administrativa en particular, y con contratos de adquisición de bienes o 
prestación de servicios en el que el productor o proveedor otorgue de forma 
directa financiación, deberán ser reglamentadas por el Gobierno Nacional. 
 



 

 

PARÁGRAFO 2. El número de cuotas de pago de un crédito de consumo 
debe ser pactado de común acuerdo con el consumidor. Queda prohibida 
cualquier disposición contractual que obligue al consumidor a la financiación 
de créditos por un mínimo de cuotas de pago.”  
 

Mediante el Decreto 1074 del 26 de mayo de 2015 “[p]or medio del cual se expide 
el Decreto Único Reglamentario del Sector Comercio, Industria y Turismo”, 
modificado por el Decreto 1702 del 28 de agosto de 2015, se reglamentó el artículo 
45 de la Ley 1480 de 2011, y en el artículo 2.2.2.35.1., dispone: 
 

 
“Artículo 2.2.2.35.1. Objeto. El presente capítulo tiene por objeto reglamentar 
las operaciones de crédito otorgadas por personas naturales o jurídicas cuyo 
control y vigilancia sobre su actividad crediticia no haya sido asignada a 
alguna autoridad administrativa en particular y los contratos de adquisición 
de bienes o prestación de servicios en los que el productor o proveedor 
otorgue de forma directa financiación, de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 45 de la Ley 1480 de 2011.” 

 
A su vez, el mismo decreto en el artículo artículo 2.2.2.35.2, respecto  del ámbito de 
aplicación de la norma, indica que esta se aplicará a:  
 

“1) Todas las operaciones de crédito otorgadas por personas naturales o 
jurídicas cuyo control y vigilancia sobre su actividad crediticia no haya sido 
asignada a alguna autoridad administrativa en particular, y  
 
“2) A 'los contratos de adquisición de bienes o de prestación de servicios en 
los que el productor o proveedor otorguen de forma directa financiación.” 
 
“Parágrafo. Quedan excluidos de la aplicación de este decreto, por no ser 
ventas financiadas, los contratos de adquisición de bienes o prestación de 
servicios en los que se otorgue plazo para pagar el precio sin cobrar 
intereses.” 

 

Dentro del mismo decreto se señalan las reglas que deben seguirse para este tipo 
de operaciones, así: 
 

“Artículo 2.2.2.35.4. Publicidad de la información sobre sistemas de 
financiación. Todo aquel que ofrezca sistemas de financiación a los que se 
refiere el presente decreto, deberá disponer de manera permanente de una 
cartelera o tablero visible, que deberá situarse en los lugares de atención al 
público o de exhibición, en forma tal que atraiga su ~tención y resulte 
fácilmente legible. Sin perjuicio de lo anterior, podrán utilizarse otros 
mecanismos adicionales que permitan el acceso a esta información. En dichos 
medios deberá anunciarse:  

1) Tasa de interés que se esté cobrando para el mes en curso, expresada en 

términos efectivos anuales. '  

2) Plazos que se otorgan.  



 

 

3) Cuando se trate de contratos de adquisición de bienes y de prestación de 

servicios, adicionalmente deberá indicarse: i) el porcentaje mínimo que debe 

pagarse como cuota inicial, y ii) los incentivos que se ofrezcan, que en caso 

de tratarse de descuentos, deberán expresarse sobre el precio.”  

“Artículo 2.2.2.35.5. Información que debe constar por escrito y ser 

entregada al consumidor. La información que deberá suministrarse al 

consumidor cuando adquiera bienes o le sean prestados servicios mediante 

sistemas de financiación o una operación de crédito que se enmarque en lo 

descrito en el artículo 2 del presente decreto, será la siguiente:  

(…) 

12) La indicación del monto que se cobrará como suma adicional a la 

cuota por concepto de cuota de manejo, contratos de seguro si se 

contrataren y los que corresponden a cobros de IVA. "  

13) La indicación de todo concepto adicional al precio. Para este efecto 

se señalará tanto el motivo del cobro como el valor a pagar. En el caso de 

los contratos de adquisición de bienes o de prestación-de servicios en los que 

el productor o proveedor otorguen de forma directa financiación, la indicación 

de los conceptos adicionales al precio deberá realizarse de la misma manera 

como se informa el precio. Los conceptos adicionales al precio que se 

presenten en las demás operaciones de crédito, deberán informarse de la 

misma manera como se informa el valor del crédito.  

 

14) La indicación sobre el cobro de gastos de cobranza, cuando ello 

resulte aplicable y su forma de cálculo. Se precisa que los cobros por 

cobranza deben estar directamente relacionados y ser proporcionales con la 

actividad desplegada, y en ningún caso podrá hacerse cobro automático por 

el solo hecho de que el deudor incurra en mora.  

15) En los contratos de adquisición de bienes o de prestación de servicios 

mediante sistemas de financiación ofrecidos directamente por el productor o 

proveedor, se deberá informar el derecho de retracto que le asiste al 

consumidor y la forma de hacerlo efectivo. En ningún caso podrá exigir 

condiciones adicionales a las descritas en el artículo 47 de la Ley 1480 de 

2011 y las demás normas aplicables.  

 

16) El derecho que le asiste al deudor, de efectuar pagos anticipados de las 

cuotas o saldos en forma total o parcial con la consiguiente liquidación de 

intereses al día del pago, sin que en ningún caso pueda exigírsele intereses 

no causados ni sanciones económicas.  

La información señalada en el presente artículo deberá constar por escrito, 

firmada a entera satisfacción por el consumidor y entregada a este a más 

tardar en el momento de la celebración del contrato correspondiente.  



 

 

“Artículo 2.2.2.35.6. Información de permanente disponibilidad al 

consumidor. La información que el proveedor deberá tener a disposición del 

consumidor de manera permanente durante la jornada de atención al público 

por concepto de una operación mediante sistemas de financiación será la 

siguiente'  

1) El monto a cancelar por concepto de la cuota del mes o periodo, con 

la discriminación del pago de capital, intereses, cuota de manejo y 

seguros, si los hay.  

2) El capital pendiente de pago al inicio y al final del periodo.  

3) La tasa de interés aplicada en dicho periodo y la tasa de referencia utilizada 

en el caso en que se haya pactado una tasa de interés variable. Se deberá 

además indicar si con ocasión de la revisión del límite legal se presentó 

modificación de la tasa de interés.  

4) Una explicación acompañada de los datos necesarios para la liquidación de 

la respectiva cuota con el fin de que el consumidor pueda verificar la exactitud 

de los cálculos y constatar dichos datos con el contrato y las fuentes oficiales, 

que los producen.  

(…) 

En todo caso, se deberá tener a disposición del público puntos de información 
con personal que cuente con la capacitación y conocimientos requeridos para 
informar al cliente la integridad de las obligaciones que contrae con la firma 
del correspondiente contrato, la forma como se van a calcular y liquidar los 
intereses, la cuota y el crédito. 

 
“Artículo 2.2.2.35.7. Reglas generales para la celebración de contratos 
mediante sistemas de financiación. Conforme a lo dispuesto en la Ley 
1480 de 2011, los contratos de operaciones mediante sistemas de 
financiación estarán sujetos a las siguientes reglas generales: 
 
“1) Las partes podrán pactar libremente la tasa de interés tanto 
remuneratoria como moratoria que será cobrada al consumidor. Las tasas 
de interés que se pacten al momento de la celebración del contrato, no 
podrán sobrepasar en ningún período de la financiación, el límite máximo 
legal de acuerdo con lo establecido en el numeral 11) del artículo 2.2.2.35.3 
del presente decreto.  
 
“2) En los casos de contratos de adquisición de bienes o prestación de 
servicios, el monto financiado se calculará tomando como base el precio 
menos la cuota inicial si la hubiere. Si el precio anunciado se incrementa por 
razón o causas asociadas a la financiación, la diferencia se reputará como 
interés. En consecuencia, no podrá anunciarse con proclamas publicitarias 
como "cero interés" o "sin interés”. El monto financiado para las operaciones  
 



 

 

de crédito de consumo será el valor total del crédito.  
 
“3) Está prohibido el cobro simultáneo de intereses remuneratorios y 
moratorios respecto del mismo saldo o cuota y durante el mismo período.  
 
“4) Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 886 del Código de Comercio, los 
intereses pendientes no generarán intereses.  
 
“5) En ningún caso se podrá exigir por adelantado el pago de intereses 
moratorios.  
 
“6) Tanto en las operaciones de crédito otorgadas por personas naturales o 
jurídicas cuyo control y vigilancia sobre su actividad crediticia no haya sido 
asignada a alguna autoridad administrativa en particular, como en los 
contratos de adquisición de bienes o prestación de servicios en el que el 
productor o proveedor otorgue de forma directa financiación, el consumidor 
podrá pagar anticipadamente, de forma parcial o total el saldo pendiente de 
su crédito y por lo tanto, no podrán establecerse cláusulas penales o 
sanciones por pago anticipado ni exigirse el pago de intereses durante el 
período restante.  
 
“7) Salvo que se haya pactado la cláusula aceleratoria, de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 69 de la Ley 45 de 1990, los intereses moratorios solo 
se causarán respecto del monto de las cuotas vencidas.  
 
“8) Podrán contratarse seguros cuyo objeto sea amparar el pago del crédito 
en caso del fallecimiento del deudor o de la pérdida de la garantía del bien 
dado en garantía. En tales casos se podrá presentar al consumidor una o 
varias cotizaciones de compañías de seguros, en las que se le informen los 
riesgos cubiertos, los beneficiarios, las exclusiones, la suma asegurada y el 
monto de la prima. En todo caso, deberá advertirse al consumidor que no es 
obligación contratar con dichas compañías y que por lo tanto está en libertad 
de escoger otra aseguradora de su preferencia. Si el consumidor elige la 
aseguradora sugerida por el proveedor o expendedor, este deberá entregar 
a aquel, un documento mediante el cual se pueda probar la existencia del 
contrato de seguro y en el que se indique la información antes mencionada. 
El pago de los seguros podrá realizarse de manera diferida. Si no se entrega 
al consumidor la constancia o certificado del seguro donde se señale el valor 
de la prima o certificado, las sumas cobradas por tal concepto se reputarán 
intereses.” 

 

Los anteriores requisitos son de obligatoria observancia en todo tipo de operaciones 
con financiación que no sean objeto de vigilancia por otra autoridad administrativa, 
como lo son la Superintendencia Financiera o la Superintendencia de Economía 
Solidaria, especialmente en cuanto al deber de brindar previamente toda la 
información necesaria para decidir si se opta o no por la financiación, y, así mismo, 
estipular claramente en el contrato todas las condiciones bajo las cuales se realizará 
el crédito, vgr. los intereses pactados, el monto de la cuota a pagar y las sumas 
adicionales a cobrar especificando por qué concepto. 
 



 

 

 
3.3 Impuesto sobre las ventas –IVA- 
 
Sobre el impuesto del IVA la DIAN1 ha señalado, el impuesto sobre las ventas 
denominado comúnmente impuesto al valor agregado es un gravamen que recae 
sobre el consumo de bienes o servicios. Es un impuesto del orden nacional, de 
naturaleza real y de causación instantánea.  
 
Es impuesto, por consistir en una obligación pecuniaria que debe sufragar el sujeto 
pasivo sin ninguna contraprestación directa.  
 
Es de orden nacional porque su ámbito de aplicación lo constituye todo el territorio 
nacional.  
 
Es indirecto porque entre el  contribuyente, entendido como quien efectivamente 
asume la carga económica del impuesto y la nación como sujeto activo, acreedor 
de la obligación tributaria media un intermediario denominado responsable.   
 
Es de naturaleza real por cuanto afecta o recae sobre bienes y servicios, sin 
consideración de la calidad de las personas que intervienen en la operación.  
 
Es un impuesto de causación instantánea porque el hecho generador del 
impuesto tiene ocurrencia en un instante o momento preciso. En consecuencia para 
efectos de establecer la vigencia de impuesto se debe acudir a la regla consagrada 
en el artículo 388 de la Constitución Política.   
 

“Artículo 338. En tiempo de paz, solamente el Congreso, las asambleas 
departamentales y los concejos distritales y municipales podrán imponer 
contribuciones fiscales o parafiscales. La ley, las ordenanzas y los acuerdos 
deben fijar, directamente, los sujetos activos y pasivos, los hechos y las bases 
gravables, y las tarifas de los impuestos. La ley, las ordenanzas y los acuerdos 
pueden permitir que las autoridades fijen la tarifa de las tasas y contribuciones 
que cobren a los contribuyentes, como recuperación de los costos de los 
servicios que les presten o participación en los beneficios que les proporcionen; 
pero el sistema y el método para definir tales costos y beneficios, y la forma de 
hacer su reparto, deben ser fijados por la ley, las ordenanzas o los acuerdos. 
Las leyes, ordenanzas o acuerdos que regulen contribuciones en las que la 
base sea el resultado de hechos ocurridos durante un período determinado, no 
pueden aplicarse sino a partir del período que comience después de iniciar la 
vigencia de la respectiva ley, ordenanza o acuerdo.”  

 
Por último, se debe tener en cuenta que por hecho generador del impuesto a las 
ventas, se entiende el presupuesto de hecho expresamente definido en la Ley, 
cuya realización origina el nacimiento de la obligación tributaria. vgr. la venta de 
bienes muebles que no haya sido excluida expresamente.  

                                                           
1 http://www.dian.gov.co/descargas/Formularios/2009/iva_2009.pdf 



 

 

3.4 Acciones de Protección al Consumidor que se pueden ejercer ante la 
Superintendencia de Industria y Comercio 
 
En caso de considerar que existe una infracción real, es decir, cuando efectivamente 
tenga conocimiento de que se está violando la ley de protección al consumidor, 
usted puede presentar cualquiera de las siguientes acciones, para lo cual deberá 
acompañar las pruebas que pretenda hacer valer. 
 
Ante el incumplimiento de las disposiciones del Estatuto del Consumidor o de las 
instrucciones y órdenes impartidas sobre la materia por parte de la 
Superintendencia de Industria y Comercio, el consumidor puede interponer ante 
esta Entidad, la acción  
jurisdiccional de protección al consumidor establecida en el numeral 3° del artículo 
56 y/o las actuaciones administrativas del artículo 59 de la Ley 1480 de 2011. 
 

3.4.1 Actuación administrativa 
 

El artículo 59 de la Ley 1480 de 2011 –Estatuto del Consumidor- otorga facultades 
administrativas en materia de protección al consumidor a la Superintendencia de 
Industria y Comercio.  
 
El inicio de la actuación administrativa puede darse de oficio (cuando es la misma 
Entidad quien inicia el trámite sin que medie petición al respecto) o mediante una 
denuncia o queja. 
 
La denuncia debe contener al menos la siguiente información: 
 

 Nombre completo e identificación del denunciante y de la persona 
contra la cual se dirige la denuncia. 

 Dirección y teléfono, con indicación de la ciudad, tanto del denunciante 
como del denunciado. 

 Relato completo y legible de los hechos denunciados.  

 Copia de los documentos que respaldan la denuncia  

 Expresar claramente lo que solicita. 

 Indicar si se pretende una investigación de carácter administrativo para 
la imposición de multas. 

 
La queja se puede presentar por escrito, llenando un formulario de queja y 
radicándolo en el Centro de Documentación e Información de la Entidad, ubicada 
en la carrera 13 27–00, piso 1 del Edificio Bochica, Bogotá, D.C, el formulario está 
disponible en esa dirección o en la página web de la Entidad.  
 
 
 
 



 

 

El trámite se rige por lo previsto en los artículos 60 y subsiguientes de la Ley 1480 
de 2011 y en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo – Ley 1437 de 2011-, y las posibles sanciones que deban imponerse, 
están contempladas en el artículo 61 de la referida normatividad. 
 

3.4.2 Acción jurisdiccional 
 

Por disposición del artículo 24 de la Ley 1564 de 2012, la Superintendencia de 
Industria y Comercio tiene funciones de tipo jurisdiccional, en relación con las 
materias de protección al consumidor. Dispone el artículo: 
 

“Las autoridades administrativas a las que se refiere este artículo, ejercerán 
funciones jurisdiccionales conforme a las siguientes reglas:  
1. La Superintendencia de Industria y Comercio en los procesos que versen 
sobre:  
a). Violación a los derechos de los consumidores establecidos en el Estatuto del 
Consumidor.    
 
b). Violación a las normas relativas a la competencia desleal 
(…).”. 

 
En consecuencia, cuando un consumidor considera que ha sufrido un daño de 
carácter particular como consecuencia de una infracción a las normas sobre 
protección al consumidor, podrá adelantar cualquiera de las acciones mencionadas 
en el artículo 56 de la Ley 1480: 

 
 “Sin perjuicio de otras formas de protección, las acciones jurisdiccionales de 
protección al consumidor son: 
(…) 
3. Numeral corregido por el artículo 5 del Decreto 2184 de 2012. El nuevo 
texto es el siguiente:> La acción de protección al consumidor, mediante la 
cual se decidirán los asuntos contenciosos que tengan como fundamento 
la vulneración de los derechos del consumidor por la violación directa de las 
normas sobre protección a consumidores y usuarios, los originados en la 
aplicación de las normas de protección contractual contenidas en esta ley y en 
normas especiales de protección a consumidores y usuarios; los orientados a 
lograr que se haga efectiva una garantía; los encaminados a obtener la 
reparación de los daños causados a los bienes en la prestación de servicios 
contemplados en el artículo 18 de esta ley o por información o publicidad 
engañosa, independientemente del sector de la economía en que se hayan 
vulnerado los derechos del consumidor”. 

 
A efectos de esta competencia la Delegatura para Asuntos Jurisdiccionales de esta 
Superintendencia, conoce de las demandas, en única o primera instancia, según 
corresponda de acuerdo con la cuantía,  relacionados con los temas mencionados 
en el numeral 3 del artículo 56 de la Ley 1480 de 2011, independientemente del 
sector de la economía en que se hayan vulnerado los derechos del consumidor. 
 
 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1480_2011.html#18


 

 

 
Si el consumidor decide promover una acción jurisdiccional de protección al 
consumidor, debe tener en cuenta los siguientes aspectos: 
 

 Antes de presentar la demanda, debe agotar el requisito de 
procedibilidad previsto en el numeral 5 del artículo 58 de la Ley 1480 de 
2011, el cual consiste en reclamar directamente al productor o 
proveedor, para lo cual estos expedirán una constancia por escrito, la 
cual se debe anexar a la demanda. Como alternativa al cumplimiento 
de este requisito, el consumidor puede citar a una audiencia de 
conciliación al productor o proveedor, caso en el cual anexará a la 
demanda la constancia o el acta de la audiencia. 
 

 La demanda debe cumplir con los requisitos previstos en el 58 de la Ley 
1480 de 2011 en armonía con el artículo 82 del Código General del 
Proceso. 

 

 El proceso, que es de tipo verbal sumario, se rige por las reglas 
especiales consagradas en el artículo 58 de la Ley 1480 de 2011. 

 

 La competencia para conocer de la acción de protección al consumidor 
es a prevención, por lo cual el consumidor podrá elegir si presenta la 
demanda ante la jurisdicción ordinaria o ante la Superintendencia de 
Industria y Comercio, de conformidad con el artículo 24 del Código 
General del Proceso. 

 

 En caso de que la demanda sea de mínima cuantía, esto es, que las 
pretensiones no excedan de 40 salarios mínimos no se requiere de 
abogado. En caso de que las pretensiones sean superiores a ese valor, 
se requerirá de abogado. (Artículo 25 del Código General del Proceso). 

 

 Se debe presentar dentro del año siguiente al vencimiento de la 
garantía cuando se trate de la efectividad de la misma, o dentro del año 
siguiente a la terminación del contrato cuando se refiera a controversias 
contractuales, o en los demás casos, dentro del año siguiente a la fecha 
en que el consumidor conoció de los hechos que dan lugar a la 
reclamación. (Numeral 3 artículo 58 Ley 1480 de 2011) 
 

4. CONSIDERACIONES FINALES EN TORNO A LA CONSULTA PRESENTADA 
 
En línea con lo anterior, y teniendo en cuenta que a este punto se ha logrado la 
exposición de las consideraciones de orden legal, jurisprudencial y doctrinal, en el 
marco de los interrogantes planteados en la solicitud formulada, nos permitimos 
manifestar: 
 



 

 

Como fue manifestado al inicio de este escrito no le corresponde a esta Oficina 
mediante un concepto establecer la legalidad o resolver un asunto particular, pues 
de hacerlo desbordaría la naturaleza del derecho de petición de consulta y 
desconocería los principios de autonomía y de distribución funcional de 
competencias. 
 
No obstante lo anterior, es importante precisar que la Superintendencia de Industria 
y Comercio en relación con la protección de los consumidores, y solo en esta 
materia, ejerce control sobre la actividad crediticia de personas naturales y 
jurídicas no sometidas a la vigilancia de otra autoridad en este aspecto, en la medida 
en que realicen operaciones a través de sistemas de financiación, lo cual realiza 
de conformidad con lo ordenado en el Estatuto del Consumidor y su disposiciones 
reglamentarias.   
 
En tal virtud, las operaciones de crédito o financiadas otorgadas por personas 
naturales o jurídicas que no estén vigiladas por otra Entidad, están reguladas por la 
Ley 1480 de 2011 – Estatuto de Protección del Consumidor – y el  Decreto 1074 de 
2015. En consecuencia, estas operaciones deberán cumplir con lo normado frente 
al tema en las mencionadas disposiciones, y cumplir con el deber de información, 
esto es, brindar previamente toda la información necesaria para decidir si se opta o 
no por la financiación, y, así mismo, estipular claramente en el contrato todas las 
condiciones bajo las cuales se realizará el crédito, los intereses pactados, las sumas 
adicionales a pagar por concepto de: cuota de manejo, contratos de seguro,  cobro 
prejurídico, y los que corresponden a cobros de IVA, entre otros.  
 
En consecuencia, frente a su inquietud, dado que el impuesto a las ventas –IVA- es 
un gravamen del orden nacional, de naturaleza real y de causación instantánea, 
cuyo hecho generador es la venta del bien o servicio, consideramos que no es 
procedente el cobro del incremento del IVA del 3% autorizado por la Ley 1819 de 
2016, por cuanto este impuesto se generó, se causó y pagó de manera instantánea, 
al momento de realizar la compra –agosto de 2016- independientemente que la 
misma se haya realizado bajo la modalidad de crédito. Lo anterior, aunado a que 
este impuesto como su nombre lo indica recae sobre la venta misma, y no sobre la 
operación de financiación o de crédito, como se indicó en precedencia en el punto 
3.3 de esta comunicación. 
 
Por último, tenga en cuenta que en caso de incumplimiento de las disposiciones en 
materia de protección al consumidor -Ley 1480 de 2011 y sus decretos 
reglamentarios- puede interponer las acciones pertinentes de conformidad con lo 
explicado en el numeral 3.4 de este escrito. 
 
Finalmente le informamos que algunos conceptos de interés general emitidos por la 
Oficina Jurídica, así como las resoluciones y circulares proferidas por ésta 
Superintendencia, las puede consultar en nuestra página web 
http://www.sic.gov.co/drupal/Doctrina-1  
 

http://www.sic.gov.co/drupal/Doctrina-1


 

 

En ese orden de ideas, esperamos haber atendido satisfactoriamente su consulta, 
reiterándole que la misma se expone bajo los parámetros del artículo 28 de la ley 
1755 de 2015, esto es, bajo el entendido que las mismas no comprometen la 
responsabilidad de esta Superintendencia ni son de obligatorio cumplimiento ni 
ejecución.  
 
Atentamente,  
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